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León, Guanajuato, a 27 veintisiete de octubre del año  2011, dos mil once. . . 
V I S T O para resolver el expediente número 309/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano VÍCTOR MANUEL SÁNCHEZ CERVERA, en contra de la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato y el Oficial Calificador; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.-  Que realizando un estudio integral del escrito de la demanda y de su aclaración, se advierte que el actor impugna la multa emitida por el árbitro calificador, los recibos números AA12326, AA12908 y AA0012912, todos ellos de fecha 05 cinco de julio del año 2010, dos mil diez; y, la existencia de cada uno de estos actos impugnados se encuentra acredita en autos, la del primer acto se demuestra con la boleta de control de fecha 03 tres de julio del mismo año y la de los demás actos señalados en segundo término se justifica con los originales de los citados recibos; mientras que respecto a la existencia de las actas de Infracción números T-3932671 y T-3988936, respectivamente, de fechas 16 dieciséis de junio y 03 tres de julio, ambos  del año  2010, dos mil diez,  debe  estarse a  lo  mencionado en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia y de sobreseimiento previstas en estos artículos, respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Director General de Tránsito Municipal en su contestación aduce en lo esencial que opera la causal de improcedencia establecida en los artículos 261 fracción VI, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que no se acredita la existencia de los actos que se le imputan y debe sobreseerse el Juicio, por actualizarse lo establecido por el artículo 262, fracción II, del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que se CONFIGURA, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En principio, la existencia del acto impugnado constituye un requisito sine qua non para la procedencia del Juicio de Nulidad, de ahí que, es a cargo de la parte actora probar este hecho, en razón de que, interpretada a contrario sensu la fracción VI del artículo 261, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, exige a la parte actora que debe acreditar la existencia del acto impugnado, por tal virtud la fracción II del artículo 266, del mismo Ordenamiento Legal, la constriñe a exhibir a la demanda, el documento en donde conste el acto o resolución impugnado; de este modo, adminiculando las fracciones de ambos numerales, se concluye que se deja a cargo del impetrante acreditar la existencia del o los actos combatidos, por lo que es el actor quien debe aportar al proceso los medios convictivos para demostrar la existencia de los actos impugnados y así el Órgano de Control de Legalidad esté en condiciones de apreciar y analizar la argumentación lógica y jurídica expresada en los conceptos de impugnación frente a los datos, motivos y el fundamento en que la autoridad demandada apoya los actos refutados y tildados de ilegales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo el tenor de esta premisa, el actor tiene la carga de prueba para acreditar la existencia de los actos impugnados y es el caso que en autos de la presente causa no se encuentra acreditado que el Director General de Tránsito Municipal haya dictado, ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar las actas de Infracción números T-3932671 y T-3988936, respectivamente, de fechas 16 dieciséis de junio y 03 tres de julio, ambas del año 2010, dos mil diez; pues, haciendo un minucioso análisis de las referidas actas de infracción se advierte que no están suscritas por el Director General de Tránsito Municipal y de las demás constancias que obran en autos se desprende que no las ordenó, ni ejecutó la retención de la placa de circulación ni del vehículo asegurado, por tanto, es claro que esta autoridad demandada no levantó las referidas actas y ante la inexistencia de los actos combatidos e imputados a esta autoridad de tránsito, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que resulta procedente declarar el sobreseimiento del proceso administrativo respecto al Director General de Tránsito Municipal, conforme a lo previsto por la fracción II del artículo 262 del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo que hace a los recibos oficiales de pago números AA12326, AA12908 y AA0012912, todos de fecha 05 cinco de julio del año 2010, dos mil diez, con las facultades que le concede a este Órgano de Control de Legalidad el  artículo   261  del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, de oficio determina que se configura la causal de improcedencia establecida en la fracción I del artículo 261 del mismo Ordenamiento Legal, en virtud de que dichos recibos no afectan el interés jurídico del actor, por no constituir actos administrativos, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Los recibos oficiales de pago impugnados, no contienen una decisión de la Directora General de Ingresos, toda vez que sólo constituyen una manifestación de voluntad de las cajeras que los expiden, que no tiene como objeto producir efectos jurídicos directos frente a la esfera de derechos del ciudadano Víctor Manuel Sánchez Cervera, dado que no crea, declara, reconoce, transmite o modifica una situación jurídica individual y concreta; pues, estos documentos se expidieron como  constancias o comprobantes de los pagos realizados por el actor cuando se presentó a las cajas de la Tesorería Municipal a realizar el pago y conservan la naturaleza de un medio que sirve para acreditar el cumplimiento del pago de la multa impuesta al infractor, más no constituyen actos fiscales, porque no reúnen las características establecidas en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en consecuencia, los recibos señalados como actos impugnados no afectan la esfera jurídica del impetrante. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, Tercera Época, consultable en el CD denominado “Criterios del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Primera, Segunda y Tercera Épocas 1987 – 2009”, bajo el rubro siguiente: “NO AFECTA EL INTERES JURIDICO DEL ACTOR UN RECIBO OFICIAL DE PAGO, AL NO SER UN ACTO ADMINISTRATIVO.- Si la parte actora demanda la nulidad de una multa de tránsito municipal, señalando como autoridad demandada al Tesorero Municipal, y como acto impugnado sólo presentan el recibo oficial de pago correspondiente, tal recibo no afecta el interés jurídico de los particulares, pues no reúne las características establecidas en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, actualizándose lo dispuesto por el artículo 261 fracción I, de dicho ordenamiento.” ( Exp. R.R.40/3ª Sala/09. Resolución de fecha 14 de julio de 2009. Recurrente: Autorizado del Tesorero Municipal de Guanajuato, Guanajuato.); por consiguiente, respecto a dichos recibos, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que resulta procedente declarar el sobreseimiento del proceso administrativo conforme a lo previsto por la fracción II del 262 del mismo Código. . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la configuración de estas causales de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación dirigidos sobre la multa impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que el primer concepto de impugnación que expresó la parte actora en el escrito de demanda, se tienen por reproducidos como si a la letra se insertaren, toda vez que no es necesaria su transcripción; sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, visible en la página 501 del Tomo XIV-Julio, de la Octava Época del Semanario Judicial de la Federación, que establece: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta a su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción, demás de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad de recurrir la resolución y alegar lo que estima pertinente para demostrar en su caso la ilegalidad de la  misma”. .  . . 
El primer concepto de impugnación expresado en el escrito de demanda, resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . .  . . . 
En principio, la negativa lisa y llanamente que hace el actor, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por un lado, le revierte la carga de la prueba al Oficial Calificador demandado, para demostrar la comisión de la infracción administrativa que se le imputa y por otro lado, obliga al Juzgador a realizar un análisis de la Boleta de Control, de fecha 03 tres de julio del año 2010, dos mil diez y de los medios de prueba recabados en el procedimiento administrativo de calificación de la infracción, en que se apoya el Oficial Calificador  para establecer la comisión de la falta administrativa e imponer al actor la multa combatida,  lo anterior, con el fin de  determinar si se encuentra apegada a derecho 

la imposición de la sanción impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, de la Boleta de Control de fecha 03 tres de julio del año 2010, dos mil diez, aportada por el Oficial Calificador demandado, se desprende la calificación de la infracción, acto a través del cual se determinó que el actor cometió la falta administrativa prevista en el artículo 35 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, por conducir un vehículo en estado de ebriedad completa y se le impuso la multa combatida, sin embargo, se advierte que dicha Boleta de Control carece de firma del árbitro calificador demandado. . . . . . .  . . . . . . 

Conforme a lo estipulado por el artículo 137, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la firma autógrafa del servidor público en el acto administrativo, constituye un elemento de validez; y, es el caso que de un análisis minucioso de la Boleta de Control de fecha 03 tres de julio del año 2010, dos mil diez, en donde impuso al actor la multa impugnada, se aprecia que carece de la firma de puño y letra del Oficial Calificador que la emitió. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A mayor abundamiento, sobre el particular cabe señalar que no le asiste la razón al Oficial Calificador demandado, toda vez que la firma autógrafa del Oficial Calificador, constituye un elemento que le da forma y validez a la resolución administrativa que consta en la Boleta de Control, dado que a través de esta signatura gráfica se expresa la voluntad de la autoridad municipal; de esa manera, formalmente no se da la exteriorización de la voluntad unilateral de la autoridad y por consiguiente no se crea, declara, reconoce, transmite, modifica o extingue una situación jurídica individual y concreta frente al justiciable, de ahí que es inexistente el acto de calificación de la infracción, por tanto, la sanción administrativa consistente en la multa impugnado tampoco existe, situación que crea una molestia por la presencia de un vicio de naturaleza formal, que trae consigo la nulidad de la multa combatida, de acuerdo a lo establecido por el artículo 143 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. Siendo lo anterior así, no se desvirtúa la negativa lisa y llana que formuló la parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, de firma autógrafa le da seguridad jurídica al particular y la falta de esta signatura en la Boleta de Control de fecha 03 tres de julio del año 2010, dos mil diez, la hace ilegal, pues esto viene a constituir un vicio de carácter formal, que causa un perjuicio de manera directa e inmediata en la esfera de derechos de la parte actora, por ende, se vulneran en su perjuicio los artículos 137, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa del Estado y los Municipios de Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, al no respetarse el principio de legalidad previsto en este último numeral; por lo que, conforme a lo estipulado por los artículos 300, fracción II y 302 fracciones II y III, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad de la multa impuesta al actor; por tanto, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, de este último Ordenamiento Legal, se condena a la Directora General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, a que realice las gestiones necesarias tendientes para que se realice el reembolso al justiciable de la cantidad de $1,150.00 (un mil ciento cincuenta pesos 00/100 moneda nacional), que fue pagada por concepto de la multa impugnada, lo anterior dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega de dicha cantidad al actor. . . . . . .  . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación analizada en el considerando anterior, es suficiente para declarar la nulidad del acto combatido, siendo innecesario el estudio del concepto de impugnación expresado por la parte actora en su escrito de demanda sobre la individualización de la sanción, toda vez que de resultar procedente, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto es ilustrativo el criterio sustentado en jurisprudencia por contradicción de tesis, por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 1 57 - 162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299 y 300 fracciones II y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, sólo respecto a las actas de Infracción números   T-3932671 y T-3988936, respectivamente, de fechas 16 dieciséis de junio y 03 tres de julio, ambas del año 2010, dos mil diez, imputadas al Director General de Tránsito Municipal y en cuanto a los recibos oficiales números AA12326, AA12908 y AA0012912, todos ellos de fecha 05 cinco de julio del año 2010, dos mil diez, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD de la multa impuesta al ciudadano Víctor Manuel Sánchez Cervera, por la cantidad de $1,150.00 (un mil, ciento cincuenta pesos 00/100 moneda nacional) y que se encuentra reflejada en el recibo número 1953 0, expedido a su cargo, con fecha 4 cuatro de e julio del año 2010, dos mil diez, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Se condena a la Directora General de Ingresos de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, a que realice los trámites necesarios ante la Tesorería Municipal, para que al ciudadano Víctor Manuel Sánchez Cervera, se le haga la devolución de la cantidad de $1,150.00 (un mil, ciento cincuenta pesos 00/100 moneda nacional), pagada por concepto de la multa impugnada, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que ha causado ejecutoria esta sentencia, debiendo informar a este Juzgado de forma inmediata la entrega realizada al actor de dicha cantidad; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
